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Ac. 98.830
"R., L. M., N.N. o persona por nacer. Protección s/ denuncia".

//Plata,           de                    de 2006.

AUTOS Y VISTO:
La presentación efectuada a fs. 495/503.

El señor Juez doctor Genoud dijo:

Que el Rector de la Universidad Católica de La Plata (fs. 495/503) cuestiona la sentencia de fs. 315/482. En el respectivo capítulo de personería (I) acredita su condición de tal. Pero no explica ni da a conocer la causa que lo legitima para intervenir en autos. En tal sentido, por las mismas consideraciones expuestas en la cuestión anterior en lo que hace a la legitimación, entiendo que el peticionante no reviste carácter de parte en estos actuados.

Así lo voto.

El señor Juez doctor Pettigiani dijo:

I. En los autos Ac. 98.830, R. M. de la Torre en su carácter de Rector de la Universidad Católica de La Plata, se presenta ‑con patrocinio letrado‑ ante este Tribunal y alega que la Asesora de Incapaces que interviene en representación del nasciturus, jerárquicamente subordinada a la Procuradora General de esta Corte y atento los términos del dictamen emitido por dicha funcionaria, ha dejado en total indefensión al niño por nacer, frente a lo resuelto por este órgano jurisdiccional en dichas actuaciones con fecha 31 de julio de 2006. Asimismo, el presentante refiere, con cita de normas constitucionales y de tratados con jerarquía constitucional, que la actitud procesal asumida por la representante del niño por nacer, implica un atentado directo a su vida e integridad (fs. 495).

II. Liminarmente advierto que el presentante posee legitimación suficiente para incoar una petición como la señalada en razón de que ostenta un interés cierto en estas actuaciones consistente en que se respete y mantenga la vida del nasciturus pues a fs. 204 y 246 obran presentaciones del Ingeniero de la Torre ofreciéndose hacerse cargo del niño luego de su nacimiento, circunstancia que evidencia lo antes afirmado.

III. Esta Suprema Corte decidió por mayoría de opiniones en la sentencia oportunamente dictada: "rechazar el planteo de inconstitucionalidad del art. 86 inc. 2 del Código Penal. Declarar que: a) la aplicación del art. 86, inc. 2 del Código Penal no requiere de autorización judicial; b) en vista de que el presente caso encuadra en un supuesto objetivo no incriminado por el ordenamiento jurídico con el alcance que surge del voto mayoritario de esta sentencia, no corresponde expedir un mandato de prohibición a la práctica de interrupción del embarazo sobre la joven L. M. R., en tanto esa intervención se decida llevar a cabo por profesionales de la medicina en función de su reglas del arte de curar. Poner en conocimiento del Poder Ejecutivo de la Provincia la situación de la joven L. M. R. y su madre, exhortándolo a fin de que provea las medidas asistenciales y sanitarias que estime adecuadas para asegurar su salud, tratamiento y la satisfacción de sus necesidades sociales básicas. Comunicar la presente sentencia a las autoridades del Hospital General San Martín de la ciudad de La Plata, así como a su Servicio de Obstetricia".

IV. Frente a lo así resuelto, la propia representante del por nacer, y sin lugar a dudas en modo contrario a los intereses de su pupilo como tuve oportunidad de señalar en mi voto al pronunciarme sobre los escritos de fs. 526/533 vta. y 552, se presenta a fs. 491 de estos actuados y consiente la sentencia dictada. Ello en plena oposición al Ministerio que ejerce en la causa dado que, por un lado, la propia ley 12.061 impone puntualmente al Asesor de Incapaces en el art. 23 inc. 3 "Peticionar en nombre de ellos, por propia iniciativa, cuando carezcan de representantes o existan entre éstos y los incapaces conflicto personal u oposición de intereses o resulte necesario para impedir la frustración de los derechos a la vida, salud, identidad, y de ser oídos por el juez de la causa" (el remarcado es propio); y tan trascendente resulta ello, que el mismo precepto establece que "Quienes dificulten, obstruyan o impidan el ejercicio de estas atribuciones incurrirán en falta, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderle por ello." (art. 23 in fine, ley 12.061). Por otra parte, también se observa incumplido la Resolución de la Procuración General de esta Corte nº 277/94 en cuanto ordena al Asesor ‑en lo aquí resulta pertinente‑ "Cumplir los actos tendientes a la impulsión del proceso, al resguardo de la defensa de los intereses de sus representados..." (art. 3; el resaltado no es del original).

V. Más allá de las eventuales responsabilidades administrativas en que hubieran incurrido quienes contribuyeron a generar el señalado estado de indefensión, lo cierto es que, como ha quedado referenciado al expedirme sobre los escritos de fs. 526/533 vta. y 552, frente a la ausencia de constancias fehacientes del estado actual del por nacer, resulta prematuro resolver la presentación articulada.

VI. Por todo ello entiendo corresponde: a) Instruir las actuaciones correspondientes a efectos de deslindar eventuales responsabilidades desde que se advierte no haberse cumplido el mandato legal que enfáticamente imponen a la doctora Gutiérrez la ley del Ministerio Público (art. 23), la Resolución de la PGSCBA nº 277/94 (art. 3), y la ley 26.061, para todo lo cual me remito a lo expresado en el ap. IV puntos 1 a 3 de mi voto al pronunciarme sobre los escritos de fs. 526/533 vta. y 552; b) Deferir para el momento pertinente la resolución de lo solicitado por el presentante.
Así lo voto.

La señora Jueza doctora Kogan dijo:

1. En relación con la presentación formulada por el Ingeniero Ricardo Manuel de la Torre a fs. 495 y 496, invocando su condición de Rector de la Universidad Católica de La Plata, coincido con la solución que surge del voto del doctor Genoud, en cuanto considera inoficioso el tratamiento de lo allí planteado y le desconoce legitimación para peticionar en el sentido en que lo hace.

2. El Ingeniero de la Torre, tanto en el escrito indicado, como en los aportados con anterioridad (de fecha 28 y 31 de julio próximo pasado), omite indicar en concreto el rol que pretende asumir al presentarse en estas actuaciones. 

Ciertamente no es el carácter de rector universitario lo que permitiría tenerlo por habilitado para actuar en este proceso, en el que no es parte la institución a la que dice representar con el acompañamiento de las fotocopias que adjunta. Sin embargo, ninguna justificación aporta para dar andamiento a su petición, la cual, de tal modo, aparece huérfana de toda cita normativa atingente; pues no precisa en modo alguno el fundamento jurídico de su intervención en esta causa.

La reciente ley 26.061 en su artículo primero, último párrafo, si bien habilita a todo ciudadano a interponer acciones administrativas y judiciales en caso de omisión en la observancia de los deberes que corresponden a los órganos gubernamentales, tiende a aprehender situaciones diversas a las que resultan relevantes en esta causa.

Dicha norma estructura un sistema de relaciones entre todos los actores sociales a fin de dar efectividad a los derechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño. Se trata de una pauta de política de la minoridad inserta en una concepción integral, cuya operatividad en el caso se desvanece atento a la existencia en esta causa de intervención estatal ejercida por los funcionarios competentes del Ministerio Público en un proceso de índole particular. Ella no habilita una aptitud para peticionar general y universal en supuestos como el presente en que no se han omitido actos legalmente requeridos, ni lleva a expandir en forma ilimitada la propia noción y el concepto de legitimación procesal y el contexto normativo que puntualmente lo disciplina.

Además asignarle tan amplia legitimación al referido presentante conllevaría una violación del derecho de defensa en juicio de la menor LMR (arts. 15 de la Constitución provincial y 8 del Pacto de San José de Costa Rica), ya que de esa forma se admitirá que cualquier persona (tercero) se inmiscuya en el proceso "dilatando" el trámite del expediente.

Se afectaría también el derecho a la intimidad de contenido supralegal (arts. 11 del Pacto de San José de Costa Rica y 75 inc. 22 de la Constitución nacional), considerando que nadie puede ser objeto de "injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada" (art. 11.2 del aludido Pacto).

Por las consideraciones expuestas y las demás concordantes del voto al que adhiero, corresponde desestimar los planteos articulados (doct. arts. 330, 336 y 345 inc. 3 del C.P.C.C.).

Así lo voto.

El señor Juez doctor Soria, por los mismos fundamentos de los señores jueces doctores Genoud y Kogan, votó en el mismo sentido.

El señor Juez doctor Hitters dijo:

Adhiero al voto de mis distinguidos colegas preopinantes, doctores Genoud y Kogan.

Sin perjuicio de lo que antecede me permito añadir que como ha sido reiteradamente resuelto, los jueces deben expedirse sobre el asunto que les toca dirimir a tenor de las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque aquéllas sean sobrevivientes a la interposición del recurso extraordinario (cfr., doctrina de "Fallos", 315:123; 318:662; 319:1558; 322:1709; 323:1101; entre otros; íd. S.C.B.A., doc. Causas Ac. 55.289, resol. del 8‑II‑1994; Ac. 60.478, resol. del 29‑VIII‑1995; Ac. 85.233, resol. del 18‑XII‑2002; Ac. 89.520, resol. del 23‑XII‑2003; entre otras).

De las constancias relatadas a fs. 550 (y que por otra parte son de público y notorio conocimiento), puede advertirse que al día de la fecha resulta inoficioso todo pronunciamiento acerca de la presentación en tratamiento.

Ello sin perjuicio de poner de relieve que el presentante no reviste carácter de parte en estos actuados.

Por lo demás, acuerdo con el Juez de primer voto, al proveerse las presentaciones de fs. 526/533 y 552, en que la competencia de esta Corte concluyó con el pronunciamiento dictado el 31 de julio (fs. 315/482), ya que se trata de una sentencia meramente declarativa que obviamente no conlleva ejecución (art. 166 primer párrafo y 322 del C.P.C.C.).

Así lo voto.

El señor Juez doctor Roncoroni dijo:

Adhiero al voto de la doctora Kogan. A los fundamentos expuestos por mi colega, agrego en forma coincidente que el hecho de que las dos representantes que recurrieron ante esta Corte integren el Ministerio Público, no supone anomalía jurídica alguna, sino que se presenta casi a diario en la mayoría de las causas penales, y en un buen número de las civiles. Es cuestión a debatir si una futura reforma constitucional haría bien en separar el Ministerio Público en varios segmentos especializados. No corresponde que esta Corte juzgue tales cosas; lo cierto es que la Constitución provincial asigna al Procurador General la superintendencia de todos los demás miembros del Ministerio Público (art. 189). 

Por si todavía hubiera alguna duda, conviene agregar que el inc. 8 del art. 13 de la ley provincial 12.061 (orgánica del Ministerio Público) prevé que el Procurador puede sostener o desistir de los recursos de los fiscales, por dictamen fundado. Hay que advertir que esta norma se limita a los recursos de los Fiscales, de modo que el dictamen de la Procuradora General en esta causa no alteraba el alcance de los recursos promovidos, y por ello mismo es que esta Corte debió dictar sentencia en autos. El dictamen del Procurador no es vinculante, ni para el funcionario recurrente, ni para esta Corte; quien crea que esto no basta como garantía, debe impulsar una reforma constitucional.

Debo añadir que, luego de haber sido resueltos los recursos interpuestos ante esta Corte, su competencia residual se limita a la concesión del recurso de la ley 48. Teniendo en cuenta que el único recurso federal interpuesto fue desistido antes de que esta Corte se pronunciara sobre su admisibilidad, y que el planteo de nulidad de un consentimiento debe ser rechazado, las demás cuestiones que puedan plantearse deberán ser resueltas por el juez natural, es decir, el de la primera instancia (art. 36 inc. 1 del C.P.C.C.).

En suma, voto por rechazar las peticiones del Ingeniero Ricardo Manuel de la Torre, obrantes a fs. 495 y 496/503.

Así lo voto.

El señor Juez doctor Negri dijo:

Al expedirme sobre la primera cuestión expuse las razones que, a mi juicio, impiden un pronunciamiento del Tribunal sin un conocimiento de lo ocurrido con la persona por nacer y con su madre.

Tratándose de una cuestión sustancialmente análoga, por los mismos fundamentos voto en el mismo sentido.

El señor Juez doctor de Lázzari dijo:

1. El sentido de mi pronunciamiento se circunscribe exclusivamente al plano jurídico procesal consistente en determinar si el señor Ricardo Manuel de la Torre cuenta con aptitud suficiente como para desarrollar la conducta que pretende en el presente proceso. En efecto, no habiendo intervenido en el dictado de la sentencia definitiva recaída en autos (en razón de encontrarme en uso de la licencia correspondiente a la feria judicial de invierno y ausente del país), no puedo ni debo incursionar en un decisorio proveniente del cuerpo que integro en el que no tuve participación alguna.

Ello supone despojar absolutamente el acto jurídico procesal que ahora corresponde expedir, frente a la incidencia suscitada, de toda connotación subjetiva, sea aprobatoria o desaprobatoria del sentido de dicho acto sentencial. De igual modo, corresponde desprenderse de situaciones fácticas acaecidas o presuntamente acaecidas con posterioridad al dictado de la sentencia en la medida en que excedan el marco competencial de este Tribunal, las que quedan libradas a la apreciación y juzgamiento del magistrado de la instancia de origen. Así lo imponen los cabales límites que al ejercicio de la jurisdicción que me concierne marca el estado de la causa (art. 166 primera parte, Código Procesal en lo Civil y Comercial).

2. Sumo mi voto al de la doctora Kogan, en tanto también a mi criterio el señor de la Torre carece de legitimación procesal suficiente.

El examen de cualquier petición supone en forma previa determinar si quien la formula cuenta legalmente con la posibilidad de acudir idóneamente al proceso. El presupuesto de la legitimación es verificable de oficio. Si se encuentra ausente, naturalmente no es posible adentrarse en el meollo de la solicitud que ha sido planteada por quien carece de esa insoslayable calidad (arts. 161 inc. 1º in fine y 168 primer párrafo de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires).

A ello y solo a ello limito mi adhesión, en el entendimiento que la decisión que se toma en tal sentido no importa emitir opinión alguna acerca de la validez del consentimiento expresado por la señora Asesora de Menores a la sentencia dictada en autos. Atañe y se detiene exclusivamente en la falta de legitimación del señor de la Torre y no avanza ni un ápice en la temática relativa a la eventual invalidez de aquel acto procesal.

Así lo voto.

POR ELLO, por mayoría, se desestiman los planteos articulados a fs. 495/503.

Regístrese y notifíquese.
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